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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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PETICIÓN / SEGURIDAD SOCIAL / ACLARACIÓN HISTORIA LABORAL / ESTADO DE DICHO TRÁMITE Y NO SOBRE LA CORRECCIÓN MISMA  / HECHO SUPERADO - Acerca de esta solicitud, la encartada informó en su escrito de impugnación que sobre la misma emitió dos respuestas, una de ellas el 14 de septiembre de 2017, y otra el 10 de noviembre de la misma anualidad. 

Al respecto, debe decirse que una vez verificados los documentos que se adjuntaron a dicho escrito, se observa en los folios 26  al 30 que en efecto ya hubo un pronunciamiento al respecto, en los cuales se pone en conocimiento del señor Buitrago Román la información que reposa en esa entidad acerca de su historia laboral, refiriéndose a la situación que se refleja en la misma acerca de cada uno de los empleadores con los cuales se presentaron inconsistencias en los aportes realizados, y se le solicita que aporte los elementos probatorios con que cuente para el proceso de corrección; así mismo, se le explica que en primer lugar se deberá requerir a los empleadores para que soporten los aportes pensionales realizados, y en caso de no obtener una solución de esa manera, dar inicio al proceso administrativo correspondiente. 

Es de anotar que obra en el expediente constancia suscrita por la Auxiliar del Magistrado Ponente, quien con el fin de corroborar dicha información, se comunicó telefónicamente con la oficina del abogado que representa judicialmente los intereses del señor Buitrago Román, oportunidad en la cual la persona que atendió la llamada reconoció que allí se recibieron ambos memoriales, sin embargo, indicó que a su criterio, dicha contestación no es de fondo, pues da a entender que la única manera de obtener una contestación de fondo es con la materialización de las respectivas correcciones en la historia laboral del señor José Héctor Buitrago Román; sin embargo, es importante recordar que la solicitud en la cual se enfocó el reclamo constitucional impetrado tenía como objetivo conseguir un pronunciamiento sobre el estado en que se encontraba dicho trámite, y no sobre la corrección en sí misma, pues partiendo de los hechos narrados por la parte accionante, no habría lugar a efectuar algún análisis respecto de ese tópico, dado que en ese sentido no se brindó por el libelista ni en sus dichos, ni en sus anexos, ningún tipo de información que permita su estudio en esta instancia judicial.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de COLPENSIONES, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Para Adolescentes de Pereira el 15 de noviembre de 2017, mediante el cual tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ HÉCTOR BUITRAGO ROMÁN. 

ANTECEDENTES:

El abogado Óscar Darío Ríos Ospina, actuando en calidad de apoderado judicial del señor José Héctor Buitrago Román, acudió a la presente acción de tutela solicitando la protección de su derecho fundamental de petición, ello por cuanto desde el 8 de septiembre de 2017 presentó una solicitud en Colpensiones tendiente a que se le aclararan algunos aspectos referentes a la historia laboral que a nombre suyo reposa en esa entidad, concretamente sobre las cotizaciones efectuadas por algunos de sus antiguos empleadores, así como el estado de los requerimientos realizados a los mismos para que acreditaran el pago de los períodos faltantes; sin embargo, no fue posible obtener por parte de la accionada un pronunciamiento de fondo y que pusiera fin a lo solicitado.
PRETENSIONES:

Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante que se ordene a la AFP Colpensiones dar respuesta clara, completa y de fondo a la petición incoada por él desde el 8 de septiembre de 2017.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:
1. Admisión: 

El Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira profirió auto admisorio el día 1º de noviembre de 2017, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a Colpensiones, por intermedio de su Representante Legal, Vicepresidencias de Servicio al Ciudadano y Operaciones del Régimen de Prima Media; Gerencias de Servicio y Atención al Ciudadano, de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial; Direcciones de Atención y Servicio, Estandarización, de Administración de PQRS, Medicina Laboral y Acciones Constitucionales, con el fin de que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
2. Pronunciamiento de la entidad accionada: 

Frente a la acción de tutela no hubo pronunciamiento alguno por parte de la entidad, a pesar de haber sido notificada en debida forma de la misma. 
3. Decisión impugnada: 

Una vez el Despacho de conocimiento efectuó el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante providencia emitida el 15 de noviembre de 2017, tutelar el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor José Héctor Buitrago Román; como consecuencia de ello, le ordenó a Colpensiones que en el término de 48 horas diera respuesta a la petición presentada por el accionante el 17 de junio de 2017, siguiendo los parámetros trazados por la ley 1755 de 2015; obligación que le impuso cumplir a través de su representante legal, y/o Vicepresidencia de Operaciones y Tecnología RPM, y/o las Direcciones de Atención y Servicios, Estandarización, Administración de PQRS, de Historia Laboral y de Acciones Constitucionales. 
Para proferir tal decisión, el Juez A quo dio aplicación al principio de presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 respecto de Colpensiones, toda vez que dicha entidad no se pronunció frente al requerimiento que se le hizo por parte del Despacho, lo que permitió dar credibilidad a las manifestaciones hechas por el accionante acerca de su no contestación.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
El día 20 de noviembre de 2017, y encontrándose dentro del término oportuno para impugnar la decisión, se recibió memorial suscrito por el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de Colpensiones, mediante el cual manifestó su inconformidad con la misma; para el efecto, argumentó que esa entidad mediante oficios del 14 de septiembre de 2017 y 10 de noviembre de 2017 dio respuesta de fondo a la solicitud radicada por el accionante, y por esta razón solicitó el recurrente que se declare la carencia actual de objeto por hecho superado, para lo cual aportó los dos oficios dirigidos al señor Buitrago Román. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia:

Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si en efecto Colpensiones ha vulnerado el derecho fundamental de petición reclamado por la parte accionante, o si por el contrario, con la respuesta emitida por parte del Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de esa entidad, se puede entender como superada la omisión que dio origen a la presente acción de tutela. 

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
Debe tenerse en cuenta además que la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula lo concerniente al derecho fundamental de petición, sustituyendo en su artículo 1º los ordinales 13 al 33 de la Ley 1437 de 2011, regulando con ello los términos con que cuentan las entidades para resolver las distintas modalidades de solicitudes en su artículo 14, así: 
“Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
 
”
Caso concreto:

De conformidad con lo obrante en el expediente, se pudo establecer que la petición realizada por parte del accionante estaba encaminada a que Colpensiones diera respuesta al derecho de petición presentado en esa entidad desde el día 8 de septiembre de 2017, mediante el cual pidió que aclararan algunos aspectos referentes a la historia laboral que a nombre suyo reposan en esa entidad, concretamente sobre las cotizaciones efectuadas por algunos de sus antiguos empleadores, y el estado en que se encontraban los requerimientos realizados a los mismos para que acreditaran el pago de los períodos que habían dejado de reportarse en algunos ciclos en que estuvo vinculado laboralmente. 
Acerca de esta solicitud, la encartada informó en su escrito de impugnación que sobre la misma emitió dos respuestas, una de ellas el 14 de septiembre de 2017, y otra el 10 de noviembre de la misma anualidad. 

Al respecto, debe decirse que una vez verificados los documentos que se adjuntaron a dicho escrito, se observa en los folios 26
 al 30 que en efecto ya hubo un pronunciamiento al respecto, en los cuales se pone en conocimiento del señor Buitrago Román la información que reposa en esa entidad acerca de su historia laboral, refiriéndose a la situación que se refleja en la misma acerca de cada uno de los empleadores con los cuales se presentaron inconsistencias en los aportes realizados, y se le solicita que aporte los elementos probatorios con que cuente para el proceso de corrección; así mismo, se le explica que en primer lugar se deberá requerir a los empleadores para que soporten los aportes pensionales realizados, y en caso de no obtener una solución de esa manera, dar inicio al proceso administrativo correspondiente. 
Es de anotar que obra en el expediente constancia suscrita por la Auxiliar del Magistrado Ponente, quien con el fin de corroborar dicha información, se comunicó telefónicamente con la oficina del abogado que representa judicialmente los intereses del señor Buitrago Román, oportunidad en la cual la persona que atendió la llamada reconoció que allí se recibieron ambos memoriales, sin embargo, indicó que a su criterio, dicha contestación no es de fondo, pues da a entender que la única manera de obtener una contestación de fondo es con la materialización de las respectivas correcciones en loa historia laboral del señor José Héctor Buitrago Román; sin embargo, es importante recordar que la solicitud en la cual se enfocó el reclamo constitucional impetrado tenía como objetivo conseguir un pronunciamiento sobre el estado en que se encontraba dicho trámite, y no sobre la corrección en sí misma, pues partiendo de los hechos narrados por la parte accionante, no habría lugar a efectuar algún análisis respecto de ese tópico, dado que en ese sentido no se brindó por el libelista ni en sus dichos, ni en sus anexos, ningún tipo de información que permita su estudio en esta instancia judicial.
Teniendo en cuenta lo anterior, encuentra esta Corporación que aunque transcurrió un tiempo más que prudencial para que la entidad diera respuesta, y que aun durante el trámite de primera instancia se abstuvo de hacerlo, la pretensión de la parte demandante se ha visto satisfecha y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de esta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, configurándose con ello la figura del hecho superado frente a lo pedido por la parte accionante.
Por lo expuesto, la Sala No. 7 de decisión de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 15 de noviembre de 2017, por medio del cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ HÉCTOR BUITRAGO ROMÁN; pero se declara la existencia de un HECHO SUPERADO, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

(CON PERMISO)
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

LUZ STELLA CORREA LONDOÑO 

Secretaria Ad-Hoc 
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Constancia de envío a folios 28 y 31.


�Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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